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La lucha y resistencia continúa a 531 años de los sistemas de opresión que han pretendido un 
genocidio hacia los pueblos originarios en América 

 

 Saludamos los 27 años del caminar del Congreso Nacional Indígena y nos sumamos a la 

denuncia de los mecanismos de criminalización y despojo territorial del gobierno mexicano. 

 
Ardua ha sido la resistencia y la lucha, ahí está la muestra de los pueblos y comunidades que están en 
la defensa del territorio, de la Madre Tierra, del Lekil Cuxlejal, están tejiendo el futuro que es la lucha 
de hoy, es por ello que desde el Centro de Derechos Humanos Fray Bartolomé de Las Casas (Frayba) 
nos sumamos a la convocatoria del Congreso Nacional Indígena (CNI) para denunciar y nombrar la 
criminalización, discriminación y despojo que los gobiernos con sus vínculos de corrupción e impunidad 
siguen reprimiendo a defensores comunitarios que luchan por sus derechos, además de quienes son 
víctimas de estas injusticias por ser parte de un movimiento social, a quienes se les fabrican delitos 
para la represión de Estado. 

 

Hacemos énfasis en las violaciones graves a los derechos humanos que estamos observando. Existe 
una criminalización judicial contra personas defensoras de los derechos humanos, de la tierra y el 
territorio a quienes se les fabrican delito, tortura y priva injustamente de su libertad; ubicamos también 
actos de represión hacia personas que por sus condiciones de vulnerabilidad y marginación, quienes 
por no tener los recursos para una defensa legal, son involucrados en delitos que no han cometido. A 
este actuar sistemático lo hemos nombrado Fábrica de Culpables, el cual viene dirigido en Chiapas 
desde la Fiscalía General del Estado, con toda la complicidad e involucramiento del Poder Judicial del 
Estado y del poder ejecutivo. 

 

Para muestra están los defensores comunitarios de San Juan Cancúc privados arbitrariamente de la 
libertad, acusados y sentenciados por un delito que no cometieron. La criminalización de los cinco 
defensores tseltales de San Juan Cancuc: Manuel Santiz Cruz, Agustín Pérez Domínguez, Juan 
Velasco Aguilar, Martín Pérez Domínguez y Agustín Pérez Velasco, es por la defensa de su territorio, 
contra la imposición de proyectos de infraestructura en sus pueblos y comunidades, así como contra la 
militarización. El 29 de mayo de 2022 en un operativo conjunto entre la Guardia Nacional, Ejército 
Mexicano y Policía Municipal tres de ellos fueron detenidos de manera ilegal en San Juan Cancuc, para 
después ser desaparecidos por más de 24 horas. 

 
Otro casos es el del compañero Manuel Gómez Vázquez, Base de Apoyo del Ejército Zapatista de 
Liberación Nacional (BAEZLN), originario del Municipio Autónomo Rebelde Zapatista, Ricardo Flores 
Magón, Junta de Buen Gobierno el Pensamiento Rebelde, Caracol IX, Nuevo Jerusalén, situado en el 
municipio oficial de Ocosingo, Chiapas, a quien el Gobierno mexicano sigue manteniendo privado 
arbitrariamente de la libertad por un delito que no cometió, con un procedimiento prolongado e ilegal 
que lleva 2 años y 10 meses sin recibir sentencia, siendo una grave violación al debido proceso legal. 

 
 
 
 



 
 

Se le suma también la injusticia cometida contra el compañero José Díaz BAEZLN, a quien también le 
fabricaron delitos y está sujeto a un proceso arbitrario. José, indígena Cho´l, originario de la Ranchería 
“El Trapiche”, municipio de Salto de Agua, perteneciente al municipio autónomo Francisco Villa, Junta 
de Buen Gobierno “Que habla para todos”, Caracol V, Roberto Barrios, fue privado arbitrariamente de 
la libertad, detenido bajo uso excesivo de la fuerza, sometido a tortura, tratos crueles, inhumanos y 
degradantes, en su momento desaparecido forzadamente e incomunicado por parte de elementos de 
la policía especializada adscritos a la Fiscalía del Distrito Selva quienes llevaron a cabo la orden 
aprehensión. 

 
Hay una larga lista con la que contamos en lo largo y ancho del país, de compañeros y compañeras 
criminalizados bajo la represión de este sistema de injusticia, donde el sistema penal por más que se 
reforma mantiene en su ADN prácticas discriminatorias que llevan a la represión y la fabricación de 
culpables. Distante está este gobierno del respeto a los pueblos y comunidades que desde hace siglos 
luchan por la justicia. 

 

Desde el Frayba denunciamos al Estado mexicano por estos mecanismos represivos que laceran la 
vida de las familias y pueblos que están defendiendo la vida en los territorios. 

 

En el concierto del planeta tierra vemos cómo la violencia se propaga y con ello las formas de guerra 
de los sistemas de los Estados nación, quienes para continuar con este sistema capitalista de muerte, 
asesinan a inocentes como está sucediendo al pueblo de Palestina e Israel, así como en otros pueblos 
que sufren las acciones más feroces; desde acá, desde este Sur que Resiste, condenamos y exigimos 
que paren los oprobios hacia los pueblos. 


